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Sobre: 
Daños y Perjuicios 

Panel integrado por su presidente el Juez Figueroa Cabán, el Juez Bonilla 
Ortiz, la Jueza Mateu Meléndez y la Jueza Prats Palerm  
 
Mateu Meléndez, Jueza Ponente 
 

RESOLUCIÓN 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 16 de agosto de 2024. 

El 16 de julio del año en curso, Alina Vicente López (en adelante, la 

peticionaria) compareció ante este Tribunal de Apelaciones mediante 

recurso de Certiorari. En este, nos solicitó la revocación de la Orden emitida 

por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de Caguas (en adelante 

TPI o foro primario) con fecha del 17 de junio de 2024, notificada al día 

siguiente. Por virtud del aludido dictamen, el TPI dio por admitido el 

Requerimiento de Admisiones que le fue cursado a la peticionaria por 

Carlos A. Mercado Rivera y Lilliam Maldonado Cordero (en adelante, la 

parte recurrida) con fecha del 29 de abril de 2024. 

Estudiado el expediente, resolvemos denegar la expedición del auto 

de certiorari peticionado. Veamos. 

I 

 Surge del legajo apelativo que el 11 de abril de 2022, la parte 

recurrida sometió una Demanda en contra de la peticionaria en la que 

reclamaron compensación por los daños sufridos a consecuencia de 
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alegadas agresiones verbales y físicas de su parte, así como de ciertas 

señaladas expresiones calumniosas efectuadas por esta en distintos foros. 

Al contestar la reclamación la peticionaria negó las alegaciones allí 

levantadas y presentó Reconvención a su favor. 

 Así las cosas, el 3 de abril de este año, la parte recurrida cursó a la 

peticionaria un Primer Pliego de Requerimiento de Admisiones en el que se le 

solicitó que admitiera 119 aseveraciones. El 10 de abril de 2024, la 

peticionaria presentó Moción de Orden Protectora en la que clasificó el 

descubrimiento de prueba remitido como uno opresivo. Asimismo, señaló 

que en el pleito estaban pendientes de resolución varios asuntos que 

podrían limitar el alcance del descubrimiento de prueba. Por estos motivos, 

solicitó que el foro primario emitiera una orden protectora. También, entre 

otras cosas, peticionó que se le ordenara a la parte recurrida a limitar el 

número de aseveraciones a ser admitidas, revisar aquellas premisas 

confusas y producir la totalidad de la prueba que corresponde a los anejos 

del pliego. Habiéndose la parte recurrida opuesto a esta petición, el 12 de 

abril de 2024, el TPI declaró No Ha Lugar la solicitud de orden protectora 

sometida. 

 La peticionaria remitió su Contestación a Requerimiento de Admisiones. 

Luego de esto, el 29 de abril de 2024, la parte recurrida presentó una Urgente 

Moción Para Que Se De Por admitido la Totalidad del “Requerimiento de 

Admi[s]siones” Remitido a la Parte Demandante y Solicitud de un  

Remedio Interlocutorio Ante Aseveraciones Que pueden ser Caracterizadas de 

Perjurio. Allí, primero señaló que la contestación al requerimiento de 

admisiones de la peticionaria fue sometida cuando el término de 20 días 

dispuesto en las Reglas de Procedimiento Civil había expirado. Después, 

expuso que, a pesar de que las aseveraciones que se le requirieron admitir 

a la peticionaria consistían en premisas de fácil corroboración e inclusive 

surgían de expedientes judiciales cuya información era de fácil cotejo, esta 
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negó todas las premisas de manera general, sin justificación, fundamento o 

explicación. Según la parte recurrida, con tal acto la peticionaria cometió 

múltiples perjurios, dada la fácil corroboración de hechos que negó bajo 

juramento. Por ello, solicitó se dieran por admitidos los requerimientos de 

admisiones, entre otros remedios. 

 El 10 de mayo de 2024, la peticionaria presentó Oposición a Moción en 

Donde se Solicita Sanciones en Contra de la Parte Demandada. Al así hacer, 

reiteró que el pliego de requerimiento de admisiones sometido por la parte 

recurrida era uno excesivo, así como confuso. También, reclamó que alguna 

de las materias objeto de requerimiento eran impertinentes a la controversia 

de autos, habiendo incluso los mismos sido adjudicados por otras cortes, 

aplicándoles pues, la doctrina de cosa juzgada. 

 El 10 de mayo de 2024, el TPI denegó la solicitud de sanciones a la 

peticionaria.1 Ante esta determinación, la parte recurrida sometió 

Reconsideración y/o Solicitud de Remedio. Tras atender este escrito, el 29 de 

mayo de 2024, notificada el 30, el foro primario dictó Orden en la que 

dispuso: “Tenga la parte demandada 15 días finales e improrrogables para 

contestar el Requerimiento de Admisiones conforme a Derecho. De no 

cumplir con la presente orden, se dará por admitido el mismo.” (Énfasis en 

el original.) 

 El 4 de junio de 2024, la peticionaria sometió nueva Contestación a 

Requerimiento de Admisiones. Varios días después, la parte recurrida 

presentó ante el foro primario Moción Para que Se De Por Admitido el 

Requerimiento de Admisiones por Incumplimiento con las Órdenes de este 

Honorable Foro. En esta, afirmó que las nuevas respuestas notificadas por la 

peticionaria al requerimiento de admisiones incumplen con las Reglas de 

Procedimiento Civil, pese a que así claramente le fue ordenado debía hacer. 

El 17 de junio de 2024, el TPI dio por admitidos los requerimientos. 

 
1 Véase página 98 del Apéndice. 
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 En desacuerdo con lo resuelto, la peticionaria acudió ante nos 

imputándole al foro primario haberse equivocado e incurrir en craso abuso 

de discreción: 

[…] AL DAR POR ADMITIDO EL PRIMER PLIEGO DE 
REQUERIMIENTO DE ADMISIONES DE LA PARTE 
DEMANDANTE DECLARANDO TÁCITAMENTE CON LUGAR 
LA MOCIÓN DE RECONSIDERACIÓN Y LA MOCIÓN PARA 
QUE SE DIERA POR ADMITIDO LA TOTALIDAD DEL 
REQUERIMIENTO DE ADMISIONES,  PESE A LAS OBJECIONES 
LEVANTADAS Y HABERSE RESPONDIDO OPORTUNAMENTE 
Y CONFORME A DERECHO; Y ANTE LAS SERIAS 
DEFICIENCIAS DE DICHO REQUERIMIENTO; RESULTANDO 
EN UN GRAVE PERJUICIO A LA DEMANDADA AL 
OBLIGARLA A ADMITIR TODOS LOS REQUERIMIENTOS 
ARBITRARIAMENTE, SIN FUNDAMENTO EN DERECHO, Y 
SIN DIRIMIR SOBRE LA VERACIDAD DE DICHAS 
ASEVERACIONES Y/O LA LEGALIDAD DE LAS OBJECIONES 
PRESENTADAS. 

 
Atendido el recurso, el 19 de julio de 2024, emitimos Resolución 

concediéndole diez (10) días a la parte recurrida para comparecer y 

presentar su posición. El 5 de agosto de este año, dicha parte sometió su 

Oposición a certiorari.  

El 9 de agosto de 2024, la peticionaria sometió Moción al Amparo de la 

Regla 79 Auxilio de Jurisdicción para la Expedición de Orden en la que nos 

solicitó que ordenáramos la cancelación de la deposición que estaba 

programada para tomársele, puesto que los argumentos que levantó en su 

recurso tenían prioridad sobre aquellos que las demás partes pudieran 

esbozar. En cuanto a este escrito, resolvemos No Ha Lugar. Así 

determinado, damos por sometido el asunto y procedemos a resolver. 

II 

A. 

El vehículo procesal de certiorari permite a un tribunal de mayor 

jerarquía a revisar discrecionalmente las órdenes o resoluciones 

interlocutorias emitidas por una corte de inferior instancia judicial.  McNeil 

Healthcare v. Mun. Las Piedras I, 206 DPR 391, 403 (2021); 800 Ponce de 

León v. AIG, 205 DPR 163 (2020).  La determinación de expedir o denegar 

este tipo de recursos se encuentra enmarcada dentro de la discreción 
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judicial. Íd. De ordinario, la discreción consiste en “una forma de 

razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para llegar a una 

conclusión justiciera”. Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 

723, 729 (2016).  Empero, el ejercicio de la discreción concedida “no implica 

la potestad de actuar arbitrariamente, en una u otra forma, haciendo 

abstracción del resto del derecho.” Íd. 

Ahora bien, en los procesos civiles, la expedición de un auto de 

certiorari se encuentra delimitada a las instancias y excepciones contenidas 

en la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1. McNeil 

Healthcare v. Mun. Las Piedras I, supra; Scotiabank v. ZAF Corp et al., 202 

DPR 478 (2019).  La mencionada Regla dispone que solo se expedirá un 

recurso de certiorari cuando “se recurra de una resolución u orden bajo 

remedios provisionales de la Regla 56, injunctions de la Regla 57 o de la 

denegatoria de una moción de carácter dispositivo.” 800 Ponce de León v. 

AIG, supra. Asimismo, y a manera de excepción, se podrá expedir este auto 

discrecional cuando se recurra de decisiones sobre la admisibilidad de 

testigos de hechos o peritos esenciales, en asuntos relacionados a privilegios 

evidenciarios, en casos de anotaciones de rebeldía, en casos de relaciones 

de familia, en casos revestidos de interés público o en cualquier situación 

en la que esperar a una apelación constituiría un fracaso irremediable de la 

justicia.” McNeil Healthcare v. Mun. Las Piedras I, supra.  

III 

 Según arriba indicamos, en su señalamiento de error la peticionaria 

reclama que el foro primario se equivocó y abusó de su discreción al haber 

dado por admitidos los requerimientos de admisiones que le notificó la 

parte recurrida. En apoyo a ello, además de citar el derecho aplicable, 

específicamente argumenta lo siguiente: 

La demandada (peticionaria) sostiene que la decisión del TPI 
no tiene cabida en la Regla 33 de Procedimiento Civil, supra, 
ni en la jurisprudencia aplicable. Al considerar los intereses 



 
 

 

KLCE202400796 

 

6 

involucrados, debe dejarse sin efecto la orden para que se dé 
por admitido la totalidad del requerimiento de admisiones 
por constituir un peligroso abuso de discreción y una decisión 
arbitraria, sin fundamentos y contraria a derecho. 
 
Además, siendo una decisión tan perjudicial e injusta, el TPI 
no expuso determinaciones de hecho ni conclusiones de 
derechos para sostener la misma. De igual forma, el manejo 
del caso en relación a los términos del descubrimiento de 
prueba no es cónsono con el principio de garantizar una 
solución justa, rápida y económica a las controversias. 
 
Por su parte, el TPI se encuentra totalmente desalineado en 
“procurar un balance entre promover la tramitación rápida de 
los casos y la firme política judicial de que los casos sean 
resueltos en sus méritos. Regla 1 de Procedimiento Civil, 
supra. Asimismo, al no celebrar una vista para delimitar el 
resultado de ese balance, o al menos corroborar la veracidad 
de las aseveraciones que a la fuerza puso en la boca de la 
demandada, el TPI privó a la demandada-peticionaria del 
debido proceso de ley. 
 
Finalmente, el TPI falló en su deber de adjudicar la 
controversia en cuanto a las objeciones oportunamente 
presentadas por la demanda[da] sobre las deficiencias del 
requerimiento de admisiones de la parte demandante-
recurrida así como la vaguedad, ambigüedad, 
irracionabilidad y lo ininteligible de dichos requerimientos.  

 
 Por su parte, la parte recurrida en su comparecencia plantea que el 

asunto cuya revisión judicial la peticionaria pretende no tiene amparo bajo 

las disposiciones reglamentarias aplicables al auto de certiorari. En 

contrario, niega que el TPI haya abusado de su discreción, puesto que 

conforme demuestra el tracto procesal del caso, el foro primario le concedió 

una oportunidad a la peticionaria al ordenarle someter una nueva 

contestación a los requerimientos conforme a derecho. A su vez, afirma 

que, la admisión de los requerimientos ocurrió luego de que la peticionaria 

incumplió la encomienda dada, pues la contestación a los requerimientos 

que notificó posteriormente en el caso tampoco cumplía con la Regla 33 de 

Procedimiento Civil. 

 Examinados los planteamientos de las partes, tras un cuidadoso 

estudio de los escritos sometidos por las partes ante el foro primario, 

resolvemos no intervenir con la Orden recurrida. No nos parece que la 
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determinación cuya revocación nos solicita la peticionaria sea contraria a 

derecho, ni que en esta haya mediado prejuicio, parcialidad, ni abuso de 

discreción por parte del TPI o que la expedición del auto evite el fracaso de 

la justicia, mereciendo, pues, nuestro respeto. 

 Lo aquí resuelto, advertimos, no tiene efecto de juzgar o considerar 

en los méritos ninguna de las controversias de derecho planteadas por las 

partes, de modo que estas podrían ser planteadas nuevamente en una etapa 

posterior al juicio. Esto es así, ya que, como es sabido, una resolución 

denegatoria de un auto de certiorari ni implica posición alguna del Tribunal 

respecto a los méritos de la causa sobre la cual trata dicho recurso. La 

resolución denegatoria simplemente es indicio de la facultad discrecional 

del tribunal revisor de negarse a revisar en determinado momento una 

decisión emitida por el tribunal de instancia. Cacho Pérez v. Hatton Gotay, 

195 DPR 1, 12 (2016) al citar a SLG v. Pauneto Rivera, 130 DPR 749, 755 

(1992) y otros. 

IV 

 Por todo lo antes consignado, denegamos expedir el auto de certiorari 

solicitado por Alina Vicente López. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.   

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


